Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 5) 


-La Comisión Permanente nos ha designado en carácter de Comisión Especial a los efectos de recibir a los representantes de la 
Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del Uruguay. 


Estando presentes el señor Legislador Bergstein y quien habla estamos a las órdenes y oficialmente investidos para escucharlos. 


SEÑOR RODRIGUEZ BELLETTI.- Como Secretario de Bienestar Social de la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del 
Uruguay, adherida a ONASPU y al PIT-CNT, agradezco a la Comisión Especial que nos haya recibido, pues deseamos hacer 
algunos planteamientos relacionados con el colectivo que representamos que, evidentemente, debe ser uno de los más sumergidos 
y más necesitados de nuestro país. 


Por consiguiente, tenemos varios puntos de los que quisiéramos dar conocimiento. Desde luego, sabemos que después los 
señores Legisladores van a remitir esos temas a las respectivas Comisiones, y para ello traemos material y documentos necesarios 
para un análisis profundo. 


En primer lugar, queremos plantear un tema que tiene mucha urgencia y a esos efectos, nos acompañan representantes del 
Seguro de Enfermedad de Trabajadores de la Salud. Ellos pertenecen a mutualistas que no todas están incorporadas, pero que 
hasta mayo del año pasado, dentro de sus beneficios y derechos, contaban con que cuando se jubilaran, iban a tener atención 
médica, puesto que esto es fruto de convenios gremiales. Lamentablemente —tenemos que decirlo- ¡qué contradicción!, gente que 
trabajó toda la vida para atender la salud de toda la comunidad, cuando más lo necesitan, cuando lo que cobran no llega a cubrir 
las mínimas necesidades debido a que se jubilan con un 60% de lo que percibían, pierden el derecho a tener atención médica, lo 
que se traduce en el no cobro de la cuota mutual. 


Sin embargo, no todos se encuentran en esta situación. La gente del CASMU y de la mutualista la Asociación Española continúan 
manteniendo este beneficio mientras que los que pertenecen al Hospital Italiano y Casa de Galicia pasaron al grupo de Jubilados y 
Pensionistas, quedando totalmente desamparados luego de haber brindado sus servicios. 


Es así que nos encontramos con 1.060 jubilados que han perdido todo derecho de atención y beneficio que, a la postre, agudiza 
una situación angustiosa en un país que, como todos sabemos, tiene carencia de rubros. Estos compañeros, pese a tener treinta o 
cuarenta años en la asistencia de salud, quedan marginados. En este sentido creemos que con urgencia y provisoriamente 
tenemos que actuar en función de los hechos y realidades. 


Tenemos conocimiento de que ha venido un préstamo del BID para ayudar al sistema mutual, y como ellos lo integran, solicitamos 
al Parlamento que intente encontrarles una solución momentánea hasta que nos sentemos a conversar las patronales, los 
trabajadores activos de la salud y la Coordinadora de Jubilados, a los efectos de encontrar la forma de financiación que permita que 
estos compañeros puedan seguir contando con esta atención. Solicitamos que, mientras tanto, se les haga un préstamo del dinero 
que vino del BID, a los efectos de no ser culpables de que el día de mañana, por falta de atención médica, se enfermen y 
tengamos, entonces, una carga de conciencia. Recibieron la atención hasta hace muy poco. No es gente que hubiera estado 
desprotegida, que se pudiera decir que viene de un asentamiento; por el contrario, estaban cubiertos, pero han perdido ese 
derecho. Téngase presente que estamos hablando de un colectivo conformado por personas mayores, cuyas defensas no son las 
mismas que tenían a los 40 ó 45 años de edad. 


Por lo tanto, pedimos a los señores Legisladores que busquen trasmitir a la Comisión Permanente y al Parlamento en general, la 
urgencia y necesidad que tienen estos compañeros que, a la postre, no son tantos. Esperamos que en un plazo que no sea muy 
lejano podamos encontrar una solución. Actualmente, se trata de 1.060 personas, pero si se siguen cerrando mutualistas, ese 
número va a seguir aumentando, y creemos que es injusto que alguien que pertenece a esa categoría, a esa función y a ese 
gremio, pierda el derecho cuando más lo necesita. 


Queremos plantear, ahora, algo muy sentido, que ya les trasmitimos hace mucho tiempo. Hemos visitado Ministerios y las 
Comisiones de Seguridad Social del Parlamento, y en general todo el mundo considera que el propio Directorio del Banco de 
Previsión Social tendría potestades para pedir al Ministerio correspondiente —en este caso, el de Trabajo y Seguridad Social- que 
se haga justicia con un sector y un colectivo que es una minoría, porque los integrantes de mayor edad y menos recursos se han 
ido muriendo paulatinamente. Nos referimos a las jubilaciones más antiguas, que han quedado sumergidas respecto a la Ley 
N* 12.257. Para estar comprendidos dentro de esta ley, esas personas tendrían que haberse jubilado con anterioridad al año 1979, 
es decir como mínimo hace 24 ó 25 años. Estamos hablando de una cantidad de gente de 80 u 85 años a la que injustamente se le 
descuenta un 1%, porque esa ley establecía la creación de un fondo para la prejubilación. Nosotros, que somos veteranos, 
recordamos lo que demoraban las jubilaciones en aquella época. En la práctica ello no se aplicó. Tan es así que la dictadura, en 
1979, eliminó la ley al considerar que no se aplicaba. Sin embargo, dejó establecido un artículo que dice que aquellos a los que se 
les está descontando se les debe seguir descontando. Entonces, en este caso, los únicos que están comprendidos son aquellos 
jubilados que se retiraron por Industria y Comercio antes del año 1979, porque acá no están comprendidos los jubilados de Caja 
Civil, los de Caja Rural, los domésticos, ni ninguno de otra Caja. El Directorio anterior, por intermedio de la doctora Ana Lía 
Piñeyrúa y el desaparecido Presidente de la Asamblea General, doctor Hugo Batalla — obsérvese de qué tiempo estamos hablando- 
le envió un mensaje, a la señora Ministra, pidiéndole que se hiciera justicia, de que no hubiera más discriminación, porque a un 
grupo se le descuenta un 1% y, al otro, constituido por gente jubilada después de 1979, no se le descuenta. Por lo tanto, en la 
práctica, como dije anteriormente, se trata de la gente de mayor edad y de menores ingresos. 


Este es un problema muy inquietante y, frente a este panorama, nuestro compañero Secretario General, va a realizar una 
intervención respecto a este ajuste de pasividades de un 1% que, en jubilaciones muy sumergidas, significa mucho. 


SEÑOR BERGSTEIN.- ¿Cuánto sería más o menos? 


SEÑOR RODRIGUEZ BELLETTI.- A pesar de que nosotros tenemos directores sociales y de que los Ministerios de Trabajo y 
Seguridad Social y de Economía y Finanzas han pedido información, parecería que dentro del Banco de Previsión Social no se 
lleva la contabilización de los que se mueren, y entonces nunca nos han asegurado la verdadera cantidad. 


Pienso que los señores Legisladores podrían hacer un pedido de informes y así, tal vez, tengan más suerte que nosotros y que 
nuestros directores sociales, porque ese dato, pese a que quisimos demostrar que no era muy significativo desde el punto de vista 
económico, sin embargo nunca lo logramos. Estamos como el gran bonete, el juego que practicábamos de niños: "Yo señor, no 
señor; pues, ¿quién señor?" El Ministerio de Economía se lo pasa al Ministerio de Trabajo y este al Banco de Previsión Social. 
Venimos al Parlamento y nos dicen que el problema lo puede resolver el Directorio. No encontramos solución y es un perjuicio que, 
evidentemente, se le está ocasionando a la gente. 


Esto es lo que quería decir. Otros compañeros también quieren intervenir y estamos a su disposición por cualquier pregunta que 
quieran realizar para profundizar más en estos dos temas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos el planteo realizado. Lo único que solicitaría es la información respecto a lo que ustedes 
dicen sobre los 1.060 jubilados. Quiere decir que el primer tema lo plantearon con detalle, y les pediría que nos enviaran la 
información sobre la cantidad y a qué instituciones corresponden. 


SEÑOR CORREA.- Sabemos que dentro de las mutualistas son 1.060 jubilados que se quedaron sin el servicio. 


Esta fue una conquista, como dijo el compañero, de la década del setenta y, al respecto, hay un detalle que quiero explicar. Todo 
trabajador de la salud con más de diez años en el servicio está comprendido en nuestro convenio, es decir que le correspondía el 
recibo mutual. A eso apuntamos. En mayo de 2002 comenzamos a no recibir más el recibo mutual. El fundamento fue la situación 
de crisis que estaba viviendo el mutualismo, determinada por el hecho de que algunas de las principales mutualistas -entre ellas, 
los Hospitales Italiano, Británico, Villa Carmen y Larghero- tenían deudas millonarias y no aportaban al Seguro; o sea, descontaban 
a los trabajadores el producto, fijado en el convenio -que es un 3% por parte de los trabajadores más un 5% aportado por ellos-, 
pero, a su vez, no lo vertían al Seguro. Eso era lo que estaba creando la situación de déficit o de crisis. 


SEÑOR MORALES.- Soy Secretario General de la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del Uruguay, afiliada al PIT-CNT, filial 
de la ONAJPU. Por mi parte, me gustaría que a continuación hiciera uso de la palabra el compañero Alfredo Ibarra, Secretario de 
Organización de nuestra Coordinadora, para que se exprese sobre uno de los puntos que nosotros consideramos vitales en la 
problemática de los jubilados y pensionistas, que es el tema de la vivienda y de los dramas que padecemos en esa área. 


SEÑOR IBARRA.- Como ha manifestado el señor Morales, soy Secretario de Organización de la Coordinadora de Jubilados y 
Pensionistas. Ante todo, gracias por recibirnos. 


Nuestro planteo tiene que ver con una inquietud que tenemos desde hace mucho tiempo, con relación al tema de las viviendas que 
se construyen para los jubilados y pensionistas. A propósito de esto, tenemos aquí una nota de un periódico de hace unos meses, 
donde el ex Ministro Cat reconoció pérdidas millonarias de fondos para las viviendas de jubilados. Actualmente, el nuevo Director 
de Vivienda ha expresado que en anteriores Administraciones hubo despilfarro. Por nuestra parte, reconocemos todo esto que se 
ha afirmado, pero también tenemos muchas inquietudes relacionadas con la forma en que esa gente está viviendo por allí. 


Para mencionar algunos ejemplos, citamos los complejos que se están inaugurando actualmente. Del primer o segundo piso hacia 
abajo, no hay rejas, por lo que existe allí una gran inseguridad. Todas las ventanas son modernas, pero ninguna tiene rejas. 
Algunas casas, como las que se encuentran cerca de aquí, en Piedra Alta casi La Paz, fueron construidas al lado de algunos 
caserones, y perfectamente se puede subir por el fondo y entrar por la parte de la cocina, por ejemplo. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Usted se está refiriendo a las viviendas que se dan a los jubilados y pensionistas. 
SEÑOR IBARRA.- Exactamente, señor Legislador. 


Otro punto que me gustaría mencionar es el de los gastos comunes, que se les ha dicho que deben pagar. Ellos no pueden 
hacerlo. En realidad, para ser adjudicatarios de las viviendas, tienen que ganar hasta 12 Unidades Reajustables acá, en 
Montevideo, y 24 en el interior, pero cada vez van pagando más por gastos comunes. Además, han aparecido los recibos 
municipales, en los que figura también el impuesto a los ascensores, a lo que se agrega que deben pagar el Servicio 222. 
Sumando todo esto, se calcula que, si tienen que pagar todo, la cifra se ubicaría en alrededor de $ 800. En muchos casos, en los 
complejos hay unos parques, terrenos de cincuenta o sesenta metros, con canchas de bochas y demás. Allí, ellos deben pagar la 
limpieza, el cortado del césped, etcétera. 


Tengo en mi poder en este momento, una nota enviada por Prestaciones Sociales al Complejo Sayago, ubicado detrás de la 
cancha del club Racing. Allí se dice que no hay dinero en el Banco de Previsión Social para pagar los impuestos municipales. Pero 
también tenemos aquí un recibo de la Intendencia, correspondiente a la calle Bulevar Batlle y Ordóñez casi General Flores, en el 
que figura que se deben pagar $ 7.363. Hay un recibo de OSE, en el que se indica que hay que pagar $ 74.000, habiendo una 
deuda anterior de la empresa que construyó, por $ 57.000. Aclaro que esto es en Santiago Vázquez. 


Se van acumulando deudas con todos los organismos del Estado. Por ejemplo, se paga la luz interna o el agua, pero no los gastos 
de afuera, porque la gente no puede pagar. A los compañeros jubilados de Santiago Vázquez les envían una nota diciéndoles que 
no hay dinero para pagar el Servicio 222 ni la limpieza, por lo que se tienen que hacer cargo ellos. Pero a la vez el Banco de 
Previsión Social prohíbe tomar seguridad privada. También hay muchos intrusos, y siguen entrando, porque el referido organismo 
no tiene un control sobre las viviendas que se desocupan. 


Incluso, desde el 1% de noviembre de 2002, en que se reglamentó la última norma sobre vivienda —me refiero al artículo 43 de la 
Ley N* 17.292, de 25 de enero de 2001—, pasó toda la administración al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente. El Decreto N* 123/97 establecía que el Banco de Previsión Social puede retener un 3% del fondo total de vivienda, lo 
que representaba en los primeros meses unos U$S 90.000, que quedaban en poder de la Gerencia de Prestaciones Sociales para 


la administración. En su momento el ex Director Colotuzzo —actualmente el Director de los jubilados es el señor Arturo Fernández— 
solicitó información de cuándo, dónde y cómo se gastó, pero esos datos no están; solamente se tienen informes totales. Cuando se 
hace el presupuesto general del organismo, esos informes van al Tribunal de Cuentas y éste los controla, pero solamente se sabe 
que, por ejemplo, en enero de 1998 se gastaron $ 2:000.000 en el Servicio 222; es decir, no se sabe dónde estuvieron trabajando. 
Por otro lado, tengo entendido que el Ministerio del Interior quiere que haya dos personas por turno y tres turnos por día, de ocho 
horas cada uno y está cobrando arriba de $ 30 la hora por cada funcionario. Pero el Banco de Previsión Social está quitando el 
Servicio 222 y son muy pocos los complejos que todavía lo tienen; realmente, la gente está desesperada por la falta de seguridad. 


El Director Fernández ya dijo en el Senado, en la Cámara de Diputados e incluso en la prensa que él no tiene acceso a información 
sobre estos temas de vivienda, porque en la Gerencia de Prestaciones Sociales se la niegan. Si en la Oficina del Director 
Fernández o en cualquier otra se quiere sacar un dato sobre una jubilación o una pensión, no hay ningún inconveniente, pero ese 
es el único lugar al que no puede acceder. Por lo tanto, no se sabe el puntaje que adquiere cada adjudicatario, etcétera. 


También hubo casos —los señores Legisladores lo saben— de viviendas que fueron mal entregadas. Por ejemplo, el ex Director 
Ayala reconoció que se había equivocado en el caso de una vivienda de Santa Lucía, que se otorgó por seis meses, pero todavía la 
persona está ocupándola, podemos decir atrevidamente que como intruso. Ahora le quieren ofrecer una vivienda en Libertad, pero 
evidentemente una persona que vive en Santa Lucía no puede trasladarse a vivir en Libertad. 


Hace unos meses el Ministerio de Salud Pública clausuró cuatro casas de salud para ancianos por no estar en condiciones 
adecuadas desde el punto de vista sanitario, etcétera. Evidentemente, no podían dejar en la calle a estas personas, que eran todas 
enfermas mentales. Y en la zona de Coronilla y Pena, en Sayago o Nuevo París, desde 1987 estaban construidas 49 viviendas 
para jubilados, pero nunca el Banco de Previsión Social las había entregado. Entonces, a raíz de este problema se hizo un 
convenio rápido con el organismo y los alojaron allí. Pero duró poco la alegría de esta gente, porque al mes el Ministerio de Salud 
Pública no tenía fondos y comenzó a trasladar a algunos al Hospital Vilardebó y a otros a la Colonia Etchepare. Inmediatamente, un 
señor diputado llamó al Director y fuimos junto con el compañero Arturo Rodríguez Belletti hasta las viviendas de Coronilla y Pena. 
La gente nos abrazaba y no quería irse. Todos eran enfermos psiquiátricos. Si bien muchos se fueron, la mayoría se quedó. 


Ahora pende una amenaza pues hay un pedido del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente sobre 
sesenta viviendas para alojar allí a la gente que va a ser desalojada del Sanatorio Dámaso Antonio Larrañaga. Esto es cierto 
porque fue dicho por un Director del Banco de Previsión Social. Por tanto, estamos temiendo que nos vayan sacando las viviendas 
que ya están construidas. 


Por suerte, dentro de 15 días se entregan tres complejos: uno es de 50 viviendas, ubicado en Batlle y Ordóñez y Avenida Italia; otro 
en la calle Danubio, en Sayago; y el tercero es de 29 viviendas y está ubicado en Chaná y Eduardo Acevedo. De todas formas, 
quedan muchas más que están a punto de ser terminadas, aunque hay también unas cuantas que están detenidas por falta de 
dinero, ya que este Ministerio no tiene un peso para entregar. Hay otras que tienen problemas judiciales porque las empresas 
abandonaron la obra por falta de dinero y desaparecieron. En definitiva, estamos teniendo problemas por todos lados. Muchos 
jubilados y pensionistas que tienen derecho a vivienda están durmiendo en la calle o "de prestado", deambulando durante el día 
porque no tienen dónae ir. 


Por lo tanto, solicitamos que esto sea tenido en cuenta y, si corresponde, se pase este asunto a la Comisión de Vivienda de la 
Cámara de Representantes y al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Si bien no estuve en la entrevista que hubo con el nuevo Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, dicen 
que tiene muy buenas intenciones y conoce mucho del tema, pero el problema es que no tiene recursos. 


SEÑOR RODRIGUEZ BELLETTI.- Queremos destacar que en este caso el dinero no vino del BID o del Fondo Monetario 
Internacional; tampoco pone un peso el Gobierno, ni el Banco de Previsión Social. Se trata de una contribución solidaria de los 
jubilados y pensionistas. Ahora ha desaparecido el dinero y tenemos a los jubilados marginados, durmiendo en la calle. Quiere 
decir que todos aportamos y no se le da el destino que corresponde. 


Por otro lado, en cuanto a lo que el compañero Ibarra hizo referencia sobre el problema de los impuestos municipales, queremos 
decir que la Coordinadora, en el año 1996, frente a gestiones en la Junta Departamental, logró que las viviendas que sean 
construidas para jubilados y pensionistas paguen el 50%. O sea que con la gente que vive allí hay una atención preferencial. Digo 
esto porque, en la práctica, los jubilados no pueden cubrir los gastos comunes de las viviendas que se están construyendo, ya que 
tienen incluido un impuesto al ascensor, mantenimiento de ascensor y de grupo electrógeno, limpieza de pasillo, vidrios y jardines, 
y luces exteriores. Entonces, estamos ubicando gente en viviendas a las que no van a poder acceder, porque sus ingresos no les 
van a permitir pagar el mantenimiento y en poco tiempo se van a volver taperas. 


SEÑOR MORALES.- Nosotros hemos solicitado esta entrevista a la Presidenta de la Comisión Permanente porque, evidentemente, 
confiamos en las instituciones democráticas del país, como lo es el Poder Legislativo; pero estamos bastante preocupados porque 
no es la primera vez que venimos a esta Casa a plantear una serie de inquietudes o problemas que estamos padeciendo los 
jubilados y pensionistas desde hace muchos años en este país. Desgraciadamente, las visitas que hemos realizado al Parlamento 
hasta el momento han servido sólo como una cuestión protocolar. Las organizaciones populares tienen la potestad de acudir a este 
Poder del Estado para ser escuchados, pero las soluciones desgraciadamente nunca llegan. 


Les queremos trasmitir o denunciar, sin querer hacer dramatismos baratos ni nada por el estilo, situaciones límites que está 
padeciendo este sector que conformamos los jubilados y pensionistas del Uruguay, que ya no aguanta más. El único pecado que 
hemos cometido ha sido el de haber trabajado, dedicado los mejores años de nuestra vida al servicio de este país, haber aportado 
al Banco de Previsión Social durante todos los años de vida laboral que tuvimos y habernos convertido en viejos. Mientras el haber 
trabajado y convertido en viejos en otras sociedades del mundo es un mérito, desgraciadamente en este país es un castigo. 


Entonces, esta visita que realizamos al Parlamento -que es tan especial y que la hacemos en este mes de verano, de tanto calor, 
donde prácticamente el país se retrae y no tiene actividades; cuando nos gustaría estar en nuestras casas, con nuestras familias, 
disfrutando de un clima mejor del que estamos viviendo- no tenemos más remedio que hacerla una vez más porque, reitero, la 


situación que padecemos es desesperante y vemos que nadie en este país toma cartas en el asunto ni se responsabiliza por los 
problemas que sufrimos cientos de hombres y mujeres mayores de edad. 


Repito que no estamos haciendo dramatismos baratos ni hablando en sentido metafórico, sino en un sentido totalmente literal. 
Tenemos miles de bajas en muy poco tiempo debido a fallecimientos -por diversas causas- de muchos hombres y mujeres mayores 
de edad de este país. Aquí nadie quiere hablar de estas cosas, pero la primera causa es el suicidio. De esto hay que hablar y 
alguien tiene que tomar conciencia de ellas porque forman parte de los problemas de este país. Por otra parte, están las muertes 
por inanición, por desnutrición. Muchos de los cuadros de desnutrición sobre los que se habla a lo largo y ancho del país, recaen en 
las personas más débiles de la sociedad que son los niños, pero también lo son los viejos. Además, tenemos muchas muertes por 
falta de asistencia médica, porque no podemos darnos siquiera el derecho de asistirnos, a diagnosticar una enfermedad y, mucho 
menos, medicamentar aquella que se pudiera constatar. Y en muchos de los casos no se constata porque no podemos concurrir a 
diagnosticarnos ya que Salud Pública, desgraciadamente, tiene muchos problemas que seguramente ustedes conocen. A su vez, 
con nuestras pasividades, no podemos acceder a las cuotas mutuales. 


Por otro lado, está el problema ya señalado de los compañeros de la salud privada. El diagnóstico y el análisis de esta situación ya 
están hechos. Si no se atiende el problema que hemos planteado de los 1.060 trabajadores de la salud privada, seguramente en 
los próximos meses va a tener que tratarlo el Ministerio de Salud Pública, con un gasto mucho mayor y con consecuencias 
nefastas, en muchos casos, para los compañeros. Por lo tanto, esperamos que esta delegación de la Comisión Permanente 
rápidamente tome los recaudos a fin de solucionar este problema. 


Con respecto al tema de las viviendas, quiero recalcar lo que decía el compañero Rodríguez Belletti, en el sentido de que el dinero 
que se utiliza para la construcción de viviendas no lo aporta el Ministerio de Economía y Finanzas, Rentas Generales, el Banco 
Interamericano de Desarrollo, ni ningún organismo financiero, sino que lo aportamos nosotros, los jubilados. Además, estábamos 
representados a través del Banco de Previsión Social y de nuestros representantes en el Directorio de dicho organismo; pero hoy ni 
siquiera tenemos esa posibilidad porque el Banco de Previsión Social no tiene absolutamente nada que ver, ya que por 
disposiciones legales, incluso votadas por este Parlamento, se estableció que todo el tema de las viviendas fuera administrado por 
el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y que el dinero lo manejara el Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


Acá, nosotros denunciamos una apropiación indebida, porque hace cuatro años que no se construye una sola vivienda en este 
país, y las que se están entregando son, precisamente, las que se comenzó a construir hace cuatro años. No obstante, a nosotros 
nos siguen descontando, religiosamente, todos los meses, lo que debería destinarse a la construcción de viviendas, pero no 
sabemos dónde está la plata. El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente dice que no la tiene; el Banco de 
Previsión Social no sabe nada y, al parecer, el Ministerio de Economía y Finanzas la tendría en Bonos, pero no aparecen la plata ni 
los Bonos. 


Queremos reclamar en este sentido. Además, vamos a iniciar acciones visitando a los representantes de los distintos partidos 
políticos; vendremos también a este Parlamento para que en caso de que en poco tiempo -dos o tres meses- no se reinicie la 
construcción de viviendas, se derogue la ley que nos obliga a aportar con ese destino. Hasta tanto no tengamos por lo menos el 
80% del dinero que hemos invertido para la construcción de viviendas, vamos a reclamar que esto se derogue porque es una 
estafa que se nos viene haciendo permanentemente y desde hace muchos años. 


Por otro lado, hay situaciones que son inverosímiles. Por ejemplo, en el departamento de Durazno hay un complejo de cincuenta 
viviendas que hace dos años que están terminadas y, sin embargo, no se entregan. Precisamente, en ese lugar, tenemos cantidad 
de gente indigente que está viviendo en la calle, que tendría derecho a acceder a esas viviendas, pero por una controversia entre la 
empresa que construyó y UTE y OSE, no se efectiviza la entrega. 


Respecto a las viviendas de Santiago Vázquez, a las que aludía el compañero Ibarra, en donde hay una deuda de agua por 
concepto de $ 74.000, cabe señalar que esto lo debe la empresa que las construyó que, a su vez, es propiedad del hoy señor 
Ministro de Economía y Finanzas. Entonces, ese no es un problema de los jubilados que viven actualmente en ese Complejo, sino 
de esa empresa que construyó y que no pagó lo que tendría que haber pagado. Entonces, exigimos que el Parlamento tome cartas 
en este asunto. Es muy lindo hacer discursos y hablar de la democracia y todo lo demás, pero si no cumplimos con lo que las leyes 
establecen, flaco favor le estamos haciendo a la democracia. 


En cuanto a los gastos de administración, cabe señalar que hay una oficina del Banco de Previsión Social de la cual es Gerente el 
doctor Gastón Inda, que es una máquina de pedir plata de ese Fondo; porque un 3% de lo que aportamos para la vivienda, se debe 
verter para gastos de administración. En este momento, el señor Gastón Inda está pidiendo $ 5:000.000, porque no le alcanza lo 
que tiene cuando, en realidad, esa plata que él maneja tendría que ser para atender, por ejemplo, la falta de seguridad que existe 
en algunos complejos de viviendas y el pago del Servicio 222. Debemos tener en cuenta que estamos hablando de gente mayor 
que está totalmente desprotegida. También habría que atender todo lo que conlleva la administración de las viviendas; por ejemplo, 
los grupos electrógenos, las bombas de agua, etcétera. Sin embargo, el doctor Gastón Inda, que tiene una oficina que parece del 
primer mundo, paga con ese dinero y dice que no hay plata cuando hay que cubrir esos gastos que demandan las viviendas de 
aquellos que son dueños, de aquellos que aportaron el dinero y que pagan incluso ese 3% del que estamos hablando. 


Con respecto a este tema era cuanto queríamos señalar. No obstante ello, también hay otros problemas que preocupan a los 
jubilados; por ejemplo, los préstamos sociales. No sé si los señores Legisladores, en el transcurso de sus actividades, pasan por la 
sede central del Banco de Previsión Social. Si pasan cualquier mañana por las calles Colonia, Fernández Crespo y Mercedes, 
verán a hombres y mujeres de la tercera edad que, con viento, lluvia, calor o frío, están haciendo largas y crueles colas en la calle 
para solicitar uno de los mal llamados préstamos sociales del Banco de Previsión Social. Quienes tienen jubilaciones superiores a 
dos mil pesos pueden pedir los préstamos del Banco de la República, con un interés voraz del Estado uruguayo, de nada menos 
que un 90%, para hombres y mujeres que en su enorme mayoría cobran pasividades que no llegan a cinco Salarios Mínimos 
Nacionales. Repito que a esa gente se le cobra un interés de 90% por esos préstamos que piden. ¿Y saben por qué los solicitan? 
Porque tienen que pagar comida que ya consumieron, el agua y la luz que están debiendo y que les cortaron, porque están 
empeñados hasta el cuello y deben hacer frente a cuentas viejas; por eso lo hacen. Y la inmensa mayoría, cuando están por la 
mitad del préstamo, acuden a renovarlo, aun cuando tanto en los préstamos del Banco de la República como en los del Banco de 
Previsión Social -que se realizan con el dinero de los trabajadores y de las AFAP- se cobra a los jubilados que van a solicitarlos un 


interés del 90%. Como decía, cuando la gente llega a la mitad del préstamo, reengancha, y cuando lo hace, el interés de esa mitad 
del préstamo que quedó para atrás ya no es del 90%, sino del 180%, porque los intereses se van montando unos encima de otros. 
Sin embargo, no tienen más remedio que recurrir a ellos, y todos los días vemos inmensas colas de cientos y cientos de personas, 
que van a solicitar ese préstamo al Banco de Previsión Social. 


El otro día tuvimos una entrevista con parte del Directorio del Banco de Previsión Social, con el Director Delgado Sicco y con 
nuestro representante en el Directorio, el maestro Arturo Fernández, y nos plantearon la posibilidad de acudir, ya no a las AFAP 
sino, desgraciadamente, a los capitales trasnacionales del Banco Interamericano de Desarrollo, porque sería mucho más barato 
pedir préstamos a ese organismo que a las AFAP, para que los pobres viejos, a su vez, puedan pagar la comida, la luz y el agua. 


Entonces, pedimos que el Parlamento investigue dónde podemos acudir para conseguir capitales que sean más baratos, para que 
los préstamos que se otorgan a los jubilados sean más blandos que lo que son ahora. Es una herejía lo que se está haciendo con 
los viejos en nuestro país —que muchas veces sólo cuentan con jubilaciones de poco más de $ 2.000- al cobrarles un interés del 
90% que, por lo que expliqué anteriormente, después se convierte en mucho más. 


SEÑOR RODRÍGUEZ BELLETTI.- Para reafirmar lo expresado por el compañero Morales, debo decir que estos préstamos son lo 
más seguro que puede haber, porque están garantizados por la propia pasividad. Inclusive, el préstamo tiene un seguro en el 
sentido de que si fallece la persona que lo solicitó, todo el resto, cuando operamos, estamos pagando la deuda que quedó de esa 
persona. Por lo tanto, para los bancos —o para quien sea- existe la garantía absoluta de que no van a perder ni un solo centésimo. 


SEÑOR MORALES.- Apoyamos totalmente lo que acaba de señalar nuestro compañero Rodríguez Belletti. 


También queríamos hablar de otro problema, que este Parlamento laudó. Desgraciadamente, el Banco de Previsión Social, 
burlándose de él y de la voluntad de cientos de miles de hombres y mujeres que quieren ejercer el derecho constitucional a decidir 
lo que crean más conveniente en el marco de la convivencia y de las leyes, sigue sin aplicar lo resuelto en la Ley N* 17.550, que 
establece nuestro derecho a cobrar las pasividades donde queramos, incluso en los locales del BPS; sin embargo, en el único en el 
que se están cobrando las pasividades es en el de la sede central. En cuanto a las agencias de Montevideo y del interior, quiero 
decir que el Directorio ha dilatado bastante este asunto. La ley se aprobó por el mes de agosto del año pasado y el Directorio en 
primer lugar creó una Comisión; nosotros creemos que no debía haberla creado sino que debería haber acatado la ley, la que dice 
que el Poder Ejecutivo la reglamentará, pero dicho Poder no lo hizo. Aclaro que la Constitución dice que las leyes no deben dejar 
de aplicarse por no tener reglamentación. Entonces, nosotros estamos actuando de acuerdo con el marco constitucional y con lo 
que resolvió este Parlamento, reclamando que se respete la Ley N* 17.550. 


Como dije, se constituyó una Comisión a la cual, en un primer momento, se le dio 30 días, después 90 días y, por último, 14 días 
que se convirtieron aproximadamente en 40 días porque, como hubo receso en el Directorio, recién fue tratado este asunto en la 
sesión de ayer, donde nuestro representante, el señor Arturo Fernández plantea el problema, el señor Presidente contesta que es 
imposible aplicar la ley porque hay que pagar seguros, poner alarmas y poner un montón de recursos de seguridad que exige el 
Ministerio del Interior. Con respecto a estos requisitos, queremos decir que este Ministerio se los exige al Banco de Previsión 
Social, pero no lo hace con las empresas tercerizadas donde se están pagando las pasividades. La prueba de esto es que ha 
habido una cantidad de asaltos en la Red de Abitab, y los jubilados y pensionistas han sido perjudicados al carecer de una total 
seguridad. 


Queremos denunciar que en el momento en que se estaba aplicando la medida de sacar los pagos de las agencias y sucursales 
del Banco de Previsión Social, se habían instalado allí alarmas y todo tipo de seguridad. Cuando lograron tercerizar los pagos, 
quitaron nuevamente esas alarmas por lo que hoy no están. Sin embargo, nosotros hemos conversado con los Gerentes de 
distintas agencias de Montevideo y del interior -como, por ejemplo, la del Cerro, la de Sayago, la de Rivera o la de Fray Bentos- y 
nos dicen que ellos están prontos —incluso con la seguridad normal de que disponen- para empezar a pagar en el momento en que 
se les dé la orden. Sin embargo, la mayoría del Directorio -por lo menos, los Directores políticos- no están dispuestos a cumplir con 
la ley. Nosotros nos preguntamos quién manda más en este país: ¿cuatro Directores del Banco de Previsión Social que hoy están 
pero dentro de poco tiempo no, o el Parlamento, que es la institución democrática de nuestro país? 


Hubo una ley que fue votada por el Parlamento y homologada por el Poder Ejecutivo y, por este motivo, reclamamos que se haga 
cumplir de inmediato. Cuando finalice la feria judicial vamos a recurrir a la Justicia y a pedir una acción de amparo para exigir al 
Banco de Previsión Social que cumpla con lo que la ley dispone. Nosotros entendemos que esto no sería necesario si se respetara 
debidamente la ley que fue votada; las leyes se votan para ser cumplidas. Acá, hay un desacato a la ley por parte de los Directores 
políticos del Banco de Previsión Social, por lo que reclamamos que el Parlamento tome cartas en el asunto para hacer cumplir la 
ley. 


Por otro lado, quiero decir que tenemos otros problemas como, por ejemplo, el tema de la salud de nuestros viejos. En la 
actualidad, de acuerdo con lo que establece la ley, el Banco de Previsión Social está pagando la mutualista de 47.016 jubilados. 
¿Saben por qué se la pagan? Porque perciben menos de $ 2.700. Para la gran mayoría de estos jubilados la mutualista es un 
artículo de lujo que no pueden utilizar debido a que no les es posible abonar las órdenes para la atención médica ni para los 
medicamentos. Incluso, estamos en desacuerdo con que sea ese el número de pasivos que perciben la asistencia mutual, y 
reclamamos que todos los hombres y mujeres de este país —máxime aquellos que han llegado a la última etapa de su vida- puedan 
ser atendidos dignamente, lo cual sólo se logrará con el Sistema Nacional de Salud, que nosotros apoyamos. En este caso, 
queremos advertir que de esos pocos 47.000 que viven esa situación mutual, muchos están renunciando al recibo porque no 
pueden atender la demanda de las órdenes. En este sentido, reclamamos una solución integral del servicio que se les presta, es 
decir, que se les pague el recibo mientras seguimos luchando por un Sistema Nacional de Salud y que también se les abonen 
tiques y órdenes, porque están en la edad en que más precisan de la asistencia médica. 


Por ello es que venimos a solicitarle a la Comisión Permanente del Parlamento que tome medidas con respecto a esto, ya que 
cientos de miles de nuestros compañeros jubilados y pensionistas no tienen acceso a la salud. Es más; muchos de los casos de 
muerte se deben a esa causa, es decir, debido a que acuden a un hospital que no tiene más remedio que atenderlos cuando están 
en una etapa terminal de la enfermedad. Por lo tanto, pedimos que no se tengan sólo en cuenta las frías cifras de 47.000 o de 
cientos de miles, sino que se vea que detrás de cada uno de los problemas que aquí planteamos, hay hombres y mujeres de carne 
y hueso, como ustedes y nosotros, a los que el Estado tiene la obligación de atender por una cuestión de humanidad y derechos 


del individuo así como de ética de los seres humanos. No podemos seguir lavándonos las manos frente a estos problemas, dejarlos 
pasar y no atenderlos porque hay mucho sufrimiento detrás de esto, no sólo del que padece la enfermedad sino del entorno familiar 
que siente impotencia por no poder darle a su ser querido una atención digna de su salud. Repito: no estamos haciendo discursos 
ni dramatismos, estamos hablándoles con el corazón en la mano y, más allá de los problemas que pueda tener este país —que no 
ignoramos que existen- consideramos que el ser humano debe ser el centro de las preocupaciones y no el cierre de las cuentas, 
como ha sido hasta ahora. 


Por último he dejado para hablar sobre el tema del ajuste de pasividades. Vamos a dejar a los señores Legisladores algunos datos 
porque no sabemos si conocen las cifras dramáticas del monto de las pasividades de cientos de miles de hombres y mujeres que, 
reitero, el único pecado que cometieron es haber llegado a viejos. Les puedo contar, por ejemplo, que 125.715 jubilados y 
pensionistas perciben pasividades menores a $ 944, en un país donde la canasta básica está situada en alrededor de $ 22.000. 
Entre $ 944 y $ 1.887, tenemos 137.562 jubilados y pensionistas. 


SEÑOR BERGSTEIN.- ¿Podría repetir esas cifras? 
SEÑOR MONTERO.- Se trata de 137.562 jubilados y pensionistas que perciben entre $ 944 y $ 1.887. 


SEÑOR BERGSTEIN.- A esto debemos sumarle los $ 1.000 que se adelantan sobre el cuatrimestre. Sé que ustedes dicen que no 
hay que hablar de cifras, ¿pero saben cúanto cuestan esos $1.000? 


SEÑOR MONTERO.- Sí, $ 570:000.000. 
SEÑOR BERGSTEIN.- ¿A cuánto está el promedio de la pasividad? 


SEÑOR MONTERO.- Más adelante voy a hablar del promedio de la pasividad, pero ahora me gustaría seguir con el tema que 
venía desarrollando porque se trata de cifras que horrorizan. Entre $ 1.887 y $ 2.831, tenemos a 160.485 jubilados y pensionistas. 
Así, podríamos seguir con la lista hasta decir que hay tres pasividades que sobrepasan los 60 salarios mínimos. Estas son 
realidades privilegiadas, pero la enorme mayoría se concentra en las cifras que acabamos de informar. ¿Ustedes se imaginan lo 
que es sobrevivir con esas jubilaciones y pensiones? Lo único que pedimos es un poco de empatía a los señores Legisladores y 
que se pongan en el lugar del otro a los efectos de analizar como harían para sobrevivir, en la cruel situación que vive nuestro país, 
con estas pasividades. Es tremendo. De ahí es que salen los dramas que nosotros les contábamos: los suicidios y las muertes por 
falta de atención médica. 


Frente a esto, el último ajuste que tuvimos fue en enero del año pasado, cuando se nos ajustaron las pasividades en un orden del 
3,6% ante una inflación en el año 2001 del 6%. Ya estábamos perdiendo poder adquisitivo a partir de enero, y no estamos hablando 
del 2001 hacia atrás. 


Durante todo el año 2001, mientras el costo de vida se situó en el 27%, a nosotros no se nos otorgó un solo centésimo de ajuste en 
nuestras pasividades, a pesar de que la Ley N* 16.903 establece en su literal C) que si la variación en los precios al consumo fuera 
igual o superior al 23% anual, como mínimo de una de las mediciones mensuales posteriores al último ajuste del ejercicio financiero 
anterior, el Poder Ejecutivo adecuará dichas remuneraciones por períodos no menores de tres meses ni mayores de cuatro. 
Nosotros no tuvimos un solo ajuste. Como venimos de una organización muy madura, con la experiencia de varios años —-muchos 
de nosotros fuimos dirigentes sindicales durante nuestros años de vida laboral y tuvimos la suerte de haber estudiado la situación 
del país, de haber negociado nuestro salario con el Parlamento y con los sucesivos Gobiernos por muchos años-, aprendimos a 
pararnos en la situación del país. Y frente a esta inflación que llegó al 27% hicimos un planteo maduro y responsable en el sentido 
de que se nos otorgara un 12% de ajuste en nuestras pasividades. Si lo hubiésemos pedido en forma porcentual, para estas 
jubilaciones o pensiones privilegiadas de las que hablábamos, el incremento habría sido de $ 10.000 o más y la inmensa mayoría 
habría percibido algo más de $ 100 de aumento. Frente a eso pedimos que se tomara la masa de dinero que representaba ese 
12% y se repartiera no entre las pasividades —porque hay personas que perciben más de una pasividad; estamos hablando, por 
ejemplo, de un jubilado docente y de Industria y Comercio o de la Caja Civil- sino entre las personas que percibían pasividades en 
el Banco de Previsión Social y se dividiera la cantidad, lo que nos daba $ 500 por cada jubilado o pensionista. Hicimos ese planteo, 
que creemos por demás razonable, maduro y situado en el problema del país. Éramos conscientes de que no íbamos a resolver los 
angustiantes problemas que teníamos los jubilados y pensionistas, pero habría significado más litros de aceite y de leche, más kilos 
de harina y algún boleto, sobre todo para las pasividades más bajas. Ante esta situación, nos encontramos con que el Poder 
Ejecutivo —que ya el año pasado no había respetado lo establecido en la Ley N* 16.903- ahora nos convoca y nos anuncia —porque 
no pudimos negociar- que se nos va a aplicar el Indice Medio de Salarios y que se va a respetar la ley. El señor Ministro de 
Economía y Finanzas, en una actitud que nosotros entendemos lamentable, poco menos que considera una hazaña que el 
Gobierno nacional haya logrado que por ahora se sigan pagando las pasividades y los salarios públicos. Nosotros le decimos que 
no es ninguna hazaña sino una obligación que tiene el Estado para con los hombres y mujeres mayores de este país. Nosotros 
hicimos religiosamente durante toda nuestra vida los aportes correspondientes para cubrir nuestras pasividades. Por lo tanto no es 
ningún regalo del Estado, del Poder Ejecutivo ni de nadie: es un derecho inalienable que los jubilados y pensionistas tenemos. Por 
lo tanto, es una obligación del Poder Ejecutivo cumplir con esa premisa. 


Se hace alharaca en el sentido de que se van a seguir pagando las jubilaciones y se nos ofrece ajustar —como lo establece la ley- 
de acuerdo con el Indice Medio de Salarios. No hay un aumento de $ 1.000. De ninguna manera. Hay un adelanto a cuenta, un 
préstamo de $ 1.000 para el cuatrimestre enero-abril de este año. Nosotros decimos que eso es un disparate. 


Con esto creo que se profundizan las políticas económicas genocidas, y lo digo literalmente por todo lo que habíamos explicado 
anteriormente con respecto a las muertes de las personas mayores. Reitero que estas son políticas genocidas que aceleran el 
genocidio de los jubilados. Digo esto porque nos van a prestar $ 250 durante cuatro meses, pero en mayo tenemos que devolver 
esa misma cifra, y nosotros les preguntamos de dónde los vamos a sacar. Por ejemplo, hay compañeros que llegan a percibir $ 944 
de jubilación y los que los siguen llegan a $ 1.887. Entonces, nos preguntamos de dónde les van a descontar para devolver ese 
monto. Por lo tanto, el Poder Ejecutivo sabe que no vamos a poder devolver esa cantidad. Lo que sucede es que el Poder Ejecutivo 
no sabe qué hacer en este momento y no sabe cuál será la situación del país dentro de pocos meses, por lo tanto, lo que hizo fue 
tirar la pelota para adelante, pidiéndoles a las AFAP un préstamo para hacernos este adelanto. Se lo piden a esas AFAP voraces 
que cobran importantes intereses, como decíamos anteriormente, con la plata que no es de ellos sino de los trabajadores. Nosotros 


pensamos que esta no es la solución. Reconocemos que si no hubiera sido por nuestra lucha, por haber sacado a los pensionistas 
y jubilados a la calle, como lo hicimos a través de nuestra Coordinadora, ni siquiera nos hubieran dado ese dinero. Nos están 
dando la mitad del 12% que nosotros solicitamos por el Ejercicio 2002, cuando la inflación representó el 27%, es decir, un 6% de la 
inflación producida en el año 2002, pero ni siquiera a cuenta de lo que perdimos, de lo que no comimos, de lo que desatendimos 
nuestra salud y de lo que perdimos en vivienda. Es decir que este 6% que nos están dando es a cuenta de la inflación que va a ser 
mucho mayor que la que tenemos en este momento. 


Esto se ve agravado porque cientos de miles de nosotros somos sostén de familia pues, desgraciadamente, nuestros hijos y nietos 
han perdido sus trabajos y hoy nosotros tenemos que hacernos cargo de alimentarlos, de darles vivienda y de atenderlos. 
Imagínense, señores Legisladores, nuestra impotencia frente a estos montos que hemos señalado, al no poder atender en lo 
mínimo las necesidades de nuestras familias. 


Nosotros vamos a dejarles documentación probatoria de lo que decimos, que ha sido elaborada no por nosotros, sino por el propio 
Banco de Previsión Social. Sin ser melodramático -lo vuelvo a repetir-, queremos llegar a sus conciencias, a sus corazones, para 
que trasmitan a los partidos políticos que representan y al conjunto de la Comisión Permanente y del Parlamento que de una vez 
por todas alguien debe tomar cartas en el asunto, porque ya no damos más. Les anunciamos que no vamos a permanecer quietos, 
ni les vamos a pedir que nos saquen las castañas del fuego; vamos a movilizarnos, a recorrer los caminos de nuestro país, a tratar 
de llegar a Punta del Este y a ver si se animan a decirnos que no podemos entrar a ese balneario. Vamos a hacer denuncias 
nacionales e internacionales porque esta situación es insostenible. Se nos dice que no hay dinero y, sin embargo, para otros 
sectores de la sociedad que acuden al Poder Ejecutivo el dinero aparece. Me refiero, por ejemplo, al sistema financiero, ese mismo 
que ha robado y que ha expoliado muchos señores que hasta hace poco eran prohombres de este país. 


Les pedimos disculpas por el apasionamiento, pero esperamos que nos comprendan porque nuestras palabras representan el dolor 
que hay en nuestro país de cientos de miles de hombres y mujeres mayores, con los cuales creemos debería tenerse más 
consideración y un poco más de respeto por la última etapa de su vida. 


SEÑOR RODRIGUEZ BELLETTI.- Quiero agregar a la intervención del compañero la información de que el promedio de 
jubilaciones, en este momento, está bajando como consecuencia de los que se jubilan nuevos, ya que su jubilación es mucho 
menor de acuerdo con la reforma de la Seguridad Social. Entonces, allí están las cifras de cuál era el promedio antiguamente y de 
cuál es actualmente. 


Por último, pese a todas las críticas que hemos hecho y al apasionamiento puesto en nuestros justos reclamos, queremos destacar 
que, de este problema —con el que, obviamente, no estamos conformes- rescatamos algo que no decimos que sea positivo, aunque 
sí real, como es el hecho de que a los jubilados no se nos dio tiques de alimentación. Eso hubiera servido para que los estafaran o 
para que los robaran. Entonces, ese dinero contante y sonante lo podrán utilizar, aun dentro de sus padecimientos, donde mejor 
crean conveniente. 


SEÑOR MORALES.- Simplemente, quiero señalar que el promedio jubilatorio, en enero de 2002 era de $ 3.268, mientras que 
actualmente, en enero de 2003, es de $ 2.454, por lo que perdimos $ 856 de poder de compra en el término de un año. Con los 
$ 250 mensuales que se nos daría de préstamo, llegaríamos a los $ 2.704, o sea que tampoco alcanzaríamos el poder adquisitivo 
que teníamos el año pasado. 


Por nuestra parte, les dejaremos copia de la información que hemos brindado, así como también del comunicado de prensa. 


Hay otra cuestión a la que quería referirme. Junto con el tema de la falta de respeto de la Ley N” 17.550, nos preocupan las 
maniobras que están llevando a cabo las empresas tercerizadas, que acuden en horas de la noche a la Página Web del Banco de 
Previsión Social para burlar la voluntad de aquellos compañeros que pidieron volver a cobrar en el Banco de Previsión Social. No 
sabemos cómo esta gente puede tener acceso legal a esa Página, pero lo cierto es que los vuelven a llevar a ANDA, a Abitab y a 
otras empresas. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Quisiera, por favor, que se repitiera la cifra promedio de las jubilaciones, porque creo que difiere mucho de 
la que nosotros tenemos. 


SEÑOR MORALES.- En enero de 2002 era de $ 3.268 y en enero de 2003, la cifra se ubica en $ 2.454. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Eso es en valores corrientes o en valores constantes? 
SEÑOR MORALES..- Es en valores corrientes. 


Lo que debemos tener claro es que estamos hablando de un promedio de todas las pasividades, es decir, incluye a las jubilaciones 
y a las pensiones, aunque no las pensiones a la vejez. Si tomamos en cuenta a las jubilaciones solas, nos da una cifra y lo mismo 
si tomamos a las pensiones solas. Pero como nosotros representamos a los jubilados y pensionistas, estamos haciendo referencia 
a valores promedio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos mucho vuestra presencia y la información que han brindado. 


Como ustedes sabrán, los debates los llevamos a cabo en las Comisiones parlamentarias. Sin embargo, les adelantamos desde ya 
que trataremos de analizar todos los temas, ya que son de distinto orden y magnitud. Una vez más, muchas gracias. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 18 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


